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DIRECCIÓN GENERAL DE TRIBUTOS 
DGT: 25-06-2025 
N.º CONSULTA VINCULANTE: V1072/2025 

 

SUMARIO: 

IVA. Modificación de la base imponible. Alteración del precio. Cláusula “rebussic stantibus”aplicada por 
sentencia judicial. La contribuyente forma parte de una comunidad de bienes propietaria de un inmueble en 
alquiler. En 2024, un tribunal declaró aplicable la cláusula “rebus sic stantibus” al contrato de arrendamiento, 
como consecuencia de las restricciones derivadas de la pandemia de COVID-19. Esto implicó una reducción 
de la renta mensual del local durante el periodo comprendido entre el 14 de marzo de 2020 y el 9 de 
septiembre de 2021. Tras calcularse la reducción del 50% y moderarla en un 30% adicional, las comuneras 
fueron condenadas a pagar al arrendatario una determinada suma. El art. 80 de la Ley del IVA establece 
que la base imponible se puede modificar cuando, por resolución judicial firme, se altere el precio de la 
operación. La rectificación de las cuotas repercutidas debe efectuarse dentro del plazo de cuatro años 
desde el devengo del impuesto, salvo interrupción por procedimientos de comprobación tributaria. El 
procedimiento puede realizarse de dos maneras: (i) mediante la rectificación de autoliquidaciones a través 
de la Administración Tributaria, o (ii) mediante la regularización en la declaración-liquidación del periodo 
correspondiente o posteriores, dentro de un año desde que debió efectuarse la rectificación. La elección 
del procedimiento determina el momento y la forma de emisión de la factura rectificativa. 

IRPF. Rendimientos del capital inmobiliario. Otras cuestiones. Procedimiento de gestión. 
Autoliquidaciones. Rectificación. La reducción de la renta ordenada por la sentencia no constituye un 
gasto deducible por saldos de dudoso cobro, sino una devolución derivada de la modificación judicial del 
contrato. Por ello, la incidencia sobre el IRPF no afecta a la declaración de 2024, sino a las declaraciones 
de los ejercicios 2020 y 2021, cuando se incluyeron los importes originales como ingresos. Para regularizar 
la situación tributaria, las comuneras pueden instar la rectificación de las autoliquidaciones 
correspondientes. Esta rectificación permite excluir de los rendimientos del capital inmobiliario los importes 
reducidos judicialmente, ajustando tanto el IVA como el IRPF a la situación real derivada de la sentencia. 
La Administración debe abonar intereses de demora si corresponde, y la rectificación debe documentarse 
correctamente mediante facturas rectificativas. 

 

              Descripción sucinta de los hechos: 

La consultante forma parte de una comunidad de bienes propietraria de un inmueble en alquiler. Por 
sentencia judicial de 2024 se declara aplicable la cláusula "rebus sic stantibus" al contrato de arrendamiento 
y se condena a las integrantes de la comunidad a pagarle al arrendatario 38.854,91 euros. 

Cuestión planteada:  

Incidencia en IVA e IRPF del referido importe. 

Contestación: 

Además de lo referido en el apartado “descripción sucinta de hechos”, procede indicar aquí —para una 
mayor claridad de los asuntos a tratar— que en el fundamento de derecho tercero de la sentencia que 
condena a las comuneras se establece lo siguiente: 

 

“Consecuentemente y por todo lo expuesto, se estima razonable reducir la renta del contrato de 
arrendamiento durante todo el periodo de tiempo en el que han existido las restricciones derivadas de la 
pandemia Covid, del 14 de marzo de 2020 hasta el 9 de septiembre de 2021. Si bien, las sumas objeto de 
reclamación, que responden a la reducción de las rentas mensuales durante el citado periodo en el 50%, 
según los cálculos que obran en la propia demanda han de moderarse prudencialmente, y reducirse a su 
vez en un 30% cada una de ellas, dado que ciertamente en las arrendatarias no concurre el requisito de ser 
grandes tenedoras. De modo que la condena frente a las hermanas C. P. se establece en 38.854,91 euros”. 

 

A su vez, se dispone en el fallo de esta resolución judicial: 

 

“Estimo parcialmente la demanda formulada por la Procuradora de los Tribunales Dª XXX, en nombre y 
representación de YYY SL, contra D.C.P., Dª E.C.P. (HERMANAS C.P. CB) y contra HOSTAL 
RESTAURANTE ZZZ SL; y debo declarar y declaro aplicable la cláusula Rebus sic Stantibus del contrato 
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de arrendamiento suscrito entre las partes; así como la reducción de la renta mensual desde el 14 de marzo 
de 2020 hasta el 9 de septiembre de 2021, en el 50% de las rentas pactadas para ese periodo, reduciendo 
en un 30% los importes resultantes. Condenando a las demandadas a estar y pasar por dicha declaración 
y a Dª A. y Dª E.C.P (HERMANAS C.P CB) a pagar a la actora 38.854,91 euros (…)”. 

 

Con esta información adicional, se procede a responder a las cuestiones planteadas. 

 

Impuesto sobre el Valor Añadido Primero.- La entidad consultante es una comunidad de bienes dedicada al 
alquiler de un local comercial. Durante los ejercicios 2020 y 2021, durante las restricciones de la COVID, 
como parte arrendadora, facturó, cobró y declaró íntegramente el importe del alquiler según el contrato de 
arrendamiento en vigor, sin ninguna restricción. Posteriormente, en 2024, tras una demanda de la 
arrendataria para aplicar la cláusula Rebus sic Stantibus, el Juzgado de Primera Instancia dictó sentencia 
firme sobre el caso, declarando aplicable dicha cláusula y fijando la reducción mensual de la renta durante 
el período correspondiente a las restricciones acaecidas durante la COVID. En consecuencia, la entidad 
arrendadora emitió factura rectificativa en los términos fijados en la sentencia y, en particular, en qué 
ejercicio debe efectuar la modificación de la base imponible a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido. 

 

Segundo.- El artículo 4, apartado uno de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido (BOE de 29 de diciembre), establece que “estarán sujetas al impuesto las entregas de bienes y 
prestaciones de servicios realizadas en el ámbito espacial del impuesto por empresarios o profesionales a 
título oneroso, con carácter habitual u ocasional, en el desarrollo de su actividad empresarial o profesional, 
incluso si se efectúan en favor de los propios socios, asociados, miembros o partícipes de las entidades 
que las realicen.” . 

 

El apartado dos, letras a) y b), del mismo precepto señala que “se entenderán realizadas en el desarrollo 
de una actividad empresarial o profesional: 

 

a) Las entregas de bienes y prestaciones de servicios efectuadas por las sociedades mercantiles, cuando 
tengan la condición de empresario o profesional. 

 

b) Las transmisiones o cesiones de uso a terceros de la totalidad o parte de cualesquiera de los bienes o 
derechos que integren el patrimonio empresarial o profesional de los sujetos pasivos, incluso las efectuadas 
con ocasión del cese en el ejercicio de las actividades económicas que determinan la sujeción al Impuesto.”. 

 

Por otra parte, de acuerdo con lo establecido en el artículo 5.uno de la citada Ley 37/1992, se reputarán 
empresarios o profesionales, a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido: 

 

“a) Las personas o entidades que realicen las actividades empresariales o profesionales definidas en el 
apartado siguiente de este artículo. 

 

No obstante, no tendrán la consideración de empresarios o profesionales quienes realicen exclusivamente 
entregas de bienes o prestaciones de servicios a título gratuito, sin perjuicio de lo establecido en la letra 
siguiente. 

 

b) Las sociedades mercantiles, salvo prueba en contrario. 

 

(…).”. 
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En este sentido, el apartado dos, de este artículo 5, establece que “son actividades empresariales o 
profesionales las que impliquen la ordenación por cuenta propia de factores de producción materiales y 
humanos o de uno de ellos, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes o 
servicios. 

 

En particular, tienen esta consideración las actividades extractivas, de fabricación, comercio y prestación 
de servicios, incluidas las de artesanía, agrícolas, forestales, ganaderas, pesqueras, de construcción, 
mineras y el ejercicio de profesiones liberales y artísticas. 

 

(…).”. 

 

Por su parte, el artículo 11 de la Ley 37/1992 establece que, a efectos del Impuesto, se entenderá por 
prestación de servicios toda operación sujeta a éste que no tenga la consideración de entrega, adquisición 
intracomunitaria o importación de bienes. En particular, el apartado dos del artículo 11 de la Ley señala que 
se consideran prestaciones de servicios: 

 

“(…) 2º. Los arrendamientos de bienes, industria o negocio, em presas o establecimientos mercantiles, con 
o sin opción de compra. 

 

3º. Las cesiones del uso o disfrute de bienes. 

 

(…).”. 

 

En consecuencia, la entidad consultante tiene la condición de empresario o profesional y estarán sujetas al 
Impuesto sobre el Valor Añadido las entregas de bienes y prestaciones de servicios que en el ejercicio de 
su actividad empresarial o profesional realicen en el territorio de aplicación del Impuesto. 

 

Tercero.- Por otro lado, según manifiesta la entidad consultante en el escrito de consulta, como 
consecuencia de la sentencia judicial en un procedimiento iniciado por la parte arrendataria, ha procedido 
a emitir factura rectificativa en los términos fijados en la sentencia. 

 

En este sentido, cabe destacar que el artículo 80 de la Ley del Impuesto que regula las causas de 
modificación de la base imponible dispone lo siguiente: 

 

“Artículo 80. Modificación de la base imponible. 

 

Uno. La base imponible determinada con arreglo a lo dispuesto en los artículos 78 y 79 anteriores se 
reducirá en las cuantías siguientes: 

 

1.º El importe de los envases y embalajes susceptibles de reutilización que hayan sido objeto de devolución. 

 

2.º Los descuentos y bonificaciones otorgados con posterioridad al momento en que la operación se haya 
realizado siempre que sean debidamente justificados. 
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Dos. Cuando por resolución firme, judicial o administrativa o con arreglo a Derecho o a los usos de comercio 
queden sin efecto total o parcialmente las operaciones gravadas o se altere el precio después del momento 
en que la operación se haya efectuado, la base imponible se modificará en la cuantía correspondiente. 

 

(…).”. 

 

En consecuencia, en el supuesto objeto de consulta en el que el precio del arrendamiento del local comercial 
se ve alterado en los términos fijados en la sentencia judicial, la entidad consultante podrá proceder a 
modificar la base imponible conforme al artículo 80.Dos de la Ley del Impuesto en la parte que corresponda. 

 

Cuarto.- Por otra parte, en relación con la rectificación de las cuotas impositivas repercutidas, debe 
señalarse que el artículo 89 de la Ley 37/1992: 

 

“Uno. Los sujetos pasivos deberán efectuar la rectificación de las cuotas impositivas repercutidas cuando 
el importe de las mismas se hubiese determinado incorrectamente o se produzcan las circunstancias que, 
según lo dispuesto en el artículo 80 de esta Ley, dan lugar a la modificación de la base imponible. 

 

La rectificación deberá efectuarse en el momento en que se adviertan las causas de la incorrecta 
determinación de las cuotas o se produzcan las demás circunstancias a que se refiere el párrafo anterior, 
siempre que no hubiesen transcurrido cuatro años a partir del momento en que se devengó el impuesto 
correspondiente a la operación o, en su caso, se produjeron las circunstancias a que se refiere el citado 
artículo 80. 

 

Dos. Lo dispuesto en el apartado anterior será también de aplicación cuando, no habiéndose repercutido 
cuota alguna, se hubiese expedido la factura correspondiente a la operación.”. 

 

De este modo, los sujetos pasivos tienen obligación de rectificar las cuotas impositivas repercutidas tanto 
si el importe de las mismas se ha determinado improcedentemente como si procede la modificación de la 
base imponible, y, en ambos casos, siempre que se hubiera emitido la factura correspondiente en el plazo 
de un año desde la fecha de devengo del impuesto, conforme al artículo 88.Cuatro de la Ley 37/1992, como 
ha fijado la doctrina del Tribunal Económico-Administrativo Central (TEAC) en las resoluciones de 17 de 
noviembre de 2015 (RG 00/02137/2013) y de 8 de noviembre de 2011 (RG 00/00789/2010), y la sentencia 
del Tribunal Supremo de 5 de diciembre de 2011 (recurso n.º 3954/2009), salvo que el destinatario acepte 
esa repercusión conforme a la resolución del TEAC de 9 de junio de 2020 (RG 00/06310/2016) y de 21 de 
junio de 2012 (RG 00/00114/2010) y las sentencias del Tribunal Supremo de 18 de marzo de 2009 (recurso 
n.º 2231/2006) y de 5 de diciembre de 2011 (recurso nº 3954/2009). 

 

En consecuencia, en el presente caso, al haberse producido una circunstancia que da lugar a la 
modificación de la base imponible conforme al artículo 80 de la Ley, la entidad consultante debe efectuar la 
rectificación, siempre que hubiera emitido la factura correspondiente en el plazo de un año desde la fecha 
de devengo del impuesto, como así parece haber ocurrido. 

 

Quinto.- En cuanto al plazo para efectuar tal rectificación, de acuerdo con lo señalado por el artículo 89.Uno 
de la Ley 37/1992, la misma debe hacerse en el momento en que se adviertan las causas de la incorrecta 
determinación de las cuotas o se produzcan las circunstancias que dan lugar a la modificación de la base 
imponible conforme al artículo 80, siempre que no hubiesen transcurrido cuatro años a partir del momento 
en que se devengó el impuesto correspondiente a la operación o, en su caso, se produjeron las 
circunstancias a que se refiere el citado artículo 80. No obstante, debe señalarse que, de acuerdo con la 
doctrina del Tribunal Económico-Administrativo Central (TEAC) fijada en las resoluciones de 25 de 
septiembre de 2018 (RG 00/02996/2015) y de 18 de julio de 2013 (RG 00/00830/2013), de acuerdo con la 
sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 12 de abril de 2018, dicho procedimiento y 
cualquier recurso que se interponga respecto de tal resolución o las resoluciones o sentencias que se dicten 
resolviendo tales recursos. asunto C-8/17, Biosafe y Flexipiso, dicho plazo se interrumpe con el inicio de un 
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procedimiento de comprobación que afecte al Impuesto devengado, así como la resolución de dicho 
procedimiento y cualquier recurso que se interponga respecto de tal resolución o las resoluciones o 
sentencias que se dicten resolviendo tales recursos. 

 

En consecuencia, en el presente caso, al haberse producido una circunstancia que da lugar a la 
modificación de la base imponible conforme al artículo 80 de la Ley, el plazo máximo de 4 años se computa 
desde que se produjeron tales circunstancias, sin perjuicio de su posible interrupción conforme a lo señalado 
en el párrafo anterior. 

 

De este modo, de haber transcurrido dicho plazo, no se podrá rectificar las cuotas impositivas repercutidas. 

 

Sexto.- En cuanto a la forma de documentar la rectificación, según el artículo 89.Cuatro de la Ley 37/1992: 

 

“Cuatro. La rectificación de las cuotas impositivas repercutidas deberá documentarse en la forma que 
reglamentariamente se establezca.”. 

 

En este sentido, según el artículo 15 del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, 
aprobado por el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre (BOE de 1 de diciembre): 

 

“2. Igualmente, será obligatoria la expedición de una factura rectificativa en los casos en que las cuotas 
impositivas repercutidas se hubiesen determinado incorrectamente o se hubieran producido las 
circunstancias que, según lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley del Impuesto, dan lugar a la modificación 
de la base imponible. 

 

(…) 3. La expedición de la factura rectificativa deberá efectuarse tan pronto como el obligado a expedirla 
tenga constancia de las circunstancias que, conforme a los apartados anteriores, obligan a su expedición, 
siempre que no hubiesen transcurrido cuatro años a partir del momento en que se devengó el Impuesto o, 
en su caso, se produjeron las circunstancias a que se refiere el artículo 80 de la Ley del Impuesto. 

 

4. La rectificación se realizará mediante la emisión de una nueva factura en la que se haga constar los datos 
identificativos de la factura rectificada. Se podrá efectuar la rectificación de varias facturas en un único 
documento de rectificación, siempre que se identifiquen todas las facturas rectificadas. (…) 5. La factura 
rectificativa deberá cumplir los requisitos que se establecen en los artículos 6 ó 7, según proceda. 

 

Cuando lo que se expida sea una factura rectificativa, los datos a los que se refiere el artículo 6.1.f), g) y h) 
expresarán la rectificación efectuada. En particular, los datos que se regulan en los párrafos f) y h) del citado 
artículo 6.1 se podrán consignar, bien indicando directamente el importe de la rectificación, con 
independencia de su signo, bien tal y como queden tras la rectificación efectuada, señalando igualmente 
en este caso el importe de dicha rectificación. 

 

Cuando lo que se expida sea una factura simplificada rectificativa, los datos a los que se refiere el artículo 
7.1.f) y g) y, en su caso, el 7.2.b), expresarán la rectificación efectuada, bien indicando directamente el 
importe de la rectificación, bien tal y como quedan tras la rectificación efectuada, señalando igualmente en 
este caso el importe de dicha rectificación. 

 

(…)”. 

 

Séptimo.- Por su parte, en relación con la forma de proceder a la rectificación, según el artículo 89.Cinco 
de la Ley 37/1992: 
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“(…) Cuando la rectificación determine una minoración de las cuotas inicialmente repercutidas, el sujeto 
pasivo podrá optar por cualquiera de las dos alternativas siguientes: 

 

a) Iniciar ante la Administración Tributaria el procedimiento de rectificación de autoliquidaciones previsto en 
el artículo 120.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y en su normativa de desarrollo. 

 

b) Regularizar la situación tributaria en la declaración-liquidación correspondiente al periodo en que deba 
efectuarse la rectificación o en las posteriores hasta el plazo de un año a contar desde el momento en que 
debió efectuarse la mencionada rectificación. En este caso, el sujeto pasivo estará obligado a reintegrar al 
destinatario de la operación el importe de las cuotas repercutidas en exceso. 

 

En los supuestos en que la operación gravada quede sin efecto como consecuencia del ejercicio de una 
acción de reintegración concursal u otras de impugnación ejercitadas en el seno del concurso, el sujeto 
pasivo deberá proceder a la rectificación de las cuotas inicialmente repercutidas en la declaración-
liquidación correspondiente al periodo en que fueron declaradas las cuotas devengadas.”. 

 

De acuerdo con la doctrina del Tribunal Económico-Administrativo central, conforme a las resoluciones de 
20 de septiembre de 2012 (RG 00/03223/2010) y de 17 de marzo de 2016 (RG 00/03868/2013), la aplicación 
de la posibilidad prevista por la letra a) anterior exige que la repercusión que se ha de rectificar fuera 
indebida inicialmente. 

 

Sin embargo, de acuerdo con la sentencia del Tribunal Supremo 1192/2022 de 27 de septiembre de 2022 
(recurso n.º 5052/2020) y las resoluciones del TEAC de 22 de noviembre de 2023 (RG 00/06793/2021) y 
de 27 de septiembre de 2024 (RG 00/02080/2023), cuando la repercusión inicial fue debida conforme a las 
circunstancias existentes en el momento del devengo, pero posteriormente acontecen circunstancias que 
obligan a modificar dicha repercusión, la repercusión habría devenido en indebida. Por tanto, en tal caso, 
se podrá optar por rectificar la repercusión conforme al procedimiento de rectificación de autoliquidaciones. 

 

A este respecto, debe señalarse que tal opción ha de efectuarse a través del procedimiento de rectificación 
de autoliquidaciones, desarrollado por los artículos 126 a 129 del Reglamento General de las actuaciones 
y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los 
procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio (BOE 
de 5 de septiembre). Adicionalmente, el artículo 14 del Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa (RGRVA), aprobado por 
el Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo (BOE de 27 de mayo) establece la legitimación para instar el 
procedimiento de devolución de ingresos indebidos y para obtener dicha devolución, así como los requisitos 
para que esta se produzca. 

 

En este sentido, no se podrá presentar la autoliquidación rectificativa a que hace referencia el primer párrafo 
del artículo 120.3 de la Ley General Tributaria, puesto que este supuesto está excluido de dicha 
autoliquidación rectificativa conforme al artículo 74 bis del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre (BOE de 31 de diciembre), introducido por la 
disposición final 3 del Real Decreto 117/2024, de 30 de enero, por el que se desarrollan las normas y los 
procedimientos de diligencia debida en el ámbito del intercambio automático obligatorio de información 
comunicada por los operadores de plataformas, y se modifican el Reglamento General de las actuaciones 
y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los 
procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, en 
transposición de la Directiva (UE) 2021/514 del Consejo de 22 de marzo de 2021 por la que se modifica la 
Directiva 2011/16/UE relativa a la cooperación administrativa en el ámbito de la fiscalidad, y otras normas 
tributarias (BOE de 31 de enero): 
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“1. Los sujetos pasivos deberán rectificar, completar o modificar las autoliquidaciones presentadas por este 
Impuesto mediante la presentación de una autoliquidación rectificativa, utilizando el modelo de declaración 
aprobado por la persona titular del Ministerio de Hacienda: 

 

(…) Lo establecido en este apartado, no se aplicará a: 

 

a) Las rectificaciones de cuotas indebidamente repercutidas a otros obligados tributarios a las que se refiere 
el artículo 129 del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección 
tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, 
aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio.”. 

 

En consecuencia, el presente caso, se podrá optar por cualquiera de las dos posibilidades previstas por las 
letras a) y b) del artículo 89.Cinco de la Ley 37/1992. 

 

No obstante, debe advertirse que, de optar por la posibilidad prevista por la letra a), no se deberá emitir 
factura rectificativa conforme a lo señalado en el fundamento anterior hasta que resuelva el procedimiento 
la Administración tributaria y siempre de acuerdo con lo resuelto por la misma. 

 

Por su parte, en caso de que opte por la posibilidad prevista por la letra b) de la Ley 37/1992, una vez 
efectuada la rectificación en el plazo de cuatro años citado, el sujeto pasivo cuenta con un plazo de un año 
para regularizar la situación tributaria, de acuerdo con la sentencia del Tribunal Supremo 164/2018 de 5 de 
febrero de 2018 (n.º recurso 646/2017), la resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central de 25 
de junio de 2019 (RG 00/09911/2015) y la contestación vinculante de esta Dirección General de 9 de abril 
de 2024, consulta número V0563-24, en sus declaraciones-liquidaciones que deba presentar una vez la 
sentencia sea firme o, en su caso, se produzca su ejecución provisional. 

 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas De los datos y documentación aportada cabe deducir que 
los rendimientos obtenidos por el alquiler del local tienen la consideración de rendimientos del capital 
inmobiliario para la comunidad de bienes (de la que forma parte la consultante y su hermana) propietaria 
—atribuibles a las comuneras, conforme al artículo 8.3 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio—, pues se entiende que el 
arrendamiento de inmuebles no se realiza como actividad económica, circunstancia —esta— que 
únicamente se produce cuando para la ordenación de la actividad se utilice, al menos, una persona 
empleada con contrato laboral y a jornada completa, tal como se establece en el artículo 27.2 de la misma 
ley. 

 

En el ámbito de los rendimientos del capital inmobiliario, el artículo 23.1 de la Ley 35/2006 incluye entre los 
gastos que considera necesarios para la obtención de los ingresos y, por tanto, deducibles para la 
determinación del rendimiento neto “los saldos de dudoso cobro en las condiciones que se establezcan 
reglamentariamente”. 

 

Desarrollando lo anterior, el artículo 13 del Reglamento del Impuesto, aprobado por el Real Decreto 
439/2007, de 30 de marzo, determina en su párrafo e) la deducibilidad de “los saldos de dudoso cobro 
siempre y cuando esta circunstancia quede suficientemente justificada. Se entenderá cumplido este 
requisito: 

 

1º Cuando el deudor se halle en situación de concurso. 

 

2º Cuando entre el momento de la primera gestión de cobro realizada por el contribuyente y el de la 
finalización del período impositivo hubiesen transcurrido más de seis meses, y no se hubiese producido una 
renovación de crédito. 
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Cuando un saldo dudoso fuese cobrado con posteriormente a su deducción, se computará como ingreso 
en el ejercicio en que se produzca dicho cobro”. 

 

Ahora bien, en el presente caso no nos encontramos ante unos saldos de dudoso cobro que pudieran dar 
lugar a su deducción como gasto para la determinación del rendimiento neto, sino ante una reducción de la 
renta del contrato de arrendamiento durante todo el periodo de tiempo en el que han existido las 
restricciones derivadas de la pandemia COVID, del 14 de marzo de 2020 hasta el 9 de septiembre de 2021, 
reducción que se establece por sentencia judicial; es decir, (en aplicación de la cláusula “rebus sic 
stantibus”) el juez ordena una reducción de la renta del arrendamiento por ese período temporal, reducción 
que al haber formado parte de esa renta comporta la condena a la consultante y su hermana a la devolución 
del importe correspondiente a aquella reducción. Devolución que no tiene su incidencia en la declaración 
del IRPF-2024, sino en aquellas en las que el importe objeto de reducción fue incluido como rendimiento 
(2020 y 2021). 

 

Respecto a la regularización de la situación tributaria excluyendo el importe correspondiente a la reducción, 
tal regularización podrá efectuarse instando la consultante la rectificación de las autoliquidaciones en que 
se incluyó el importe objeto de reducción, tal como establece el artículo 120 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria: 

 

“(…) 3. Cuando un obligado tributario considere que una autoliquidación ha perjudicado de cualquier modo 
sus intereses legítimos, podrá instar la rectificación de dicha autoliquidación de acuerdo con el 
procedimiento que se regule reglamentariamente. No obstante, cuando lo establezca la normativa propia 
del tributo, la rectificación deberá ser realizada por el obligado tributario mediante la presentación de una 
autoliquidación rectificativa, conforme a lo dispuesto en el apartado 4 de este artículo. 

 

Cuando la rectificación de una autoliquidación origine una devolución derivada de la normativa del tributo y 
hubieran transcurrido seis meses sin que se hubiera ordenado el pago por causa imputable a la 
Administración tributaria, ésta abonará el interés de demora del artículo 26 de esta Ley sobre el importe de 
la devolución que proceda, sin necesidad de que el obligado lo solicite. A estos efectos, el plazo de seis 
meses comenzará a contarse a partir de la finalización del plazo para la presentación de la autoliquidación 
o, si éste hubiese concluido, a partir de la presentación de la solicitud de rectificación o de la autoliquidación 
rectificativa. 

 

Cuando la rectificación de una autoliquidación origine la devolución de un ingreso indebido, la 
Administración tributaria abonará el interés de demora en los términos señalados en el apartado 2 del 
artículo 32 de esta Ley. 

 

No obstante, cuando la rectificación de una autoliquidación implique una minoración del importe a ingresar 
de la autoliquidación previa y no origine una cantidad a devolver, se mantendrá la obligación de pago hasta 
el límite del importe a ingresar resultante de la rectificación. 

 

4. Cuando lo establezca la normativa propia del tributo, el obligado tributario deberá presentar una 
autoliquidación rectificativa, utilizando el modelo normalizado de autoliquidación que se apruebe conforme 
a lo previsto en el apartado 3 del artículo 98 de esta Ley, con la finalidad de rectificar, completar o modificar 
otra autoliquidación presentada con anterioridad”. 

 

Lo que comunico a usted con efectos vinculantes, conforme a lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 89 
de la Ley General Tributaria. 

El contenido de la presente resolución respeta fielmente el suministrado de forma oficial por la Base de 

datos de consultas tributarias de la Dirección General de Tributos. 
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Fuente: Sitio web del Ministerio de Hacienda 

 


